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1. ASUNTO A DECIDIR
1.1 Corresponde a la Sala resolver lo pertinente en relación con la impugnación interpuesta por la señora INES ADELA RENDÓN DE PEREZ, contra el fallo mediante el cual el Juzgado Quinto Penal de circuito de Pereira, negó los derechos invocados por la accionante. 
2. ANTECEDENTES
2.1 La ciudadana INES ADELA RENDÓN DE PEREZ, interpuso acción de tutela en contra de la SECRETARIA EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DEL RISARALDA,  representada legalmente por la Dra. Paula Andrea Dávila Cañas, con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales a la igualdad, al trabajo y al debido proceso. 

2.2 Luego de realizar un análisis al desarrollo de las leyes que rigen la administración del servicio educativo y la responsabilidad en los costos laborales que ello genera, manifestó que con la descentralización del sector educativo se “departamentalizó” y posteriormente se “municipalizó” la administración de los funcionarios del sector educativo tanto de la planta central de la Secretaría de Educación, como de las instituciones educativas del Departamento.   

2.3 Pese a los cambios y modificaciones el Ministerio de Educación con cargo al Sistema General de Participaciones, ha continuado girando los recursos necesarios para sufragar los gastos de personal de la planta de cargos de la Secretaría de Educación Departamental, incluidos los emolumentos salariales que le vienen siendo negados por el Departamento de Risaralda. 

2.4 A su modo de ver, en el año 2005 cuando se efectúa al interior de la Secretaría de Educación el proceso de homologación de cargos y nivelación del referente salarial del personal administrativo pagado con el Sistema General de Participaciones, se presentó un yerro interpretativo de normas, el cual desencadenó que a los funcionarios pagados por la Nación y administrados por el Departamento, que se vincularon a la entidad después del segundo semestre de 1996, se les suspendiera: (i) el reconocimiento de la bonificación por servicios prestados; (ii) la prima de servicios; (iii) el auxilio de alimentación; y (iv) la bonificación recreacional. Se modificó así su régimen salarial y prestacional, arrogándose una facultad que no le asistía al ente departamental ya que la competencia legal para modificar el régimen salarial de los servidores públicos es facultativa del legislador (se desconoció de ese modo la directiva Ministerial N° 21 de Noviembre de 2005). 

2.4 En marzo de 2008, el Ministerio de Educación Nacional estandarizó en todo el país un software liquidador de nómina de sus empleados. Tal elemento tecnológico restituyó los derechos de prestación ausentes desde años anteriores. Esto generó vacilaciones dentro de la administración departamental, que formuló al Ministerio de Educación Nacional solicitudes de carácter jurídico que se resolvieron a su favor. 

2.5 Mediante comunicación interna número 000402-4815, la Secretaría de Educación (e) ordenó nuevamente la suspensión de las prestaciones ya descritas. Posteriormente, el primero (1º) de julio de 2009, mediante memorando No. 000401-5087, la funcionaria de la Gobernación ordenó a la Directora Administrativa y Financiera del ente territorial departamental, la liquidación de primas de servicios y bonificaciones por servicios al personal que labora en los establecimientos educativos, pero excluyó de las mismas prestaciones a aproximadamente 21 funcionarios administrativos del sector de educación departamental, entre los que se encuentra la accionante.

2.6 Considera que la actuación de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda para no reconocer los emolumentos salariales y prestacionales a los que tiene derecho, es a todas luces carente de sustento jurídico y vulnera de manera flagrante su derecho fundamental a la igualdad, dado que no opera para otros funcionarios pertenecientes a la misma planta de personal y pagados con los mismos recursos.

2.7 Solicita por tanto se protejan sus derechos fundamentales a la igualdad, a la equidad, al debido proceso, y se orden el reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones que le fueron suspendidos y a los cuales tiene derecho.

2.8 Mediante auto del primero (1) de diciembre de 2009, la juez de instancia corrió el respectivo traslado a la entidad demandada SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE RISARADA, con el fin de que ejerciera su derecho de contradicción dentro de la presente acción, la cual dio respuesta a la demanda de tutela
.  

3- DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA 

3.1 Mediante fallo del 15 de diciembre de 2009
, el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, decidió no acceder a la tutela invocada por la señora INES ADELA RENDON DE PÉREZ, por existir otro mecanismo de defensa judicial. 
4. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN
4.1 La señora RENDÓN DE PEREZ impugnó el fallo que negó el amparo de sus derechos fundamentales y en el recurso solicitó revocar la decisión sustentando que:

4.1.1El a quo se equivocó al enfocar el objeto de la acción hacía el conflicto netamente laboral y salarial, sin hacer un análisis profundo y minucioso de los hechos descritos y a los soportes allegados al trámite, porque con ellos se demostró la vulneración flagrante a sus derechos a la igualdad, a la equidad y al debido proceso.

4.1.2 El juez desconoció totalmente los hechos y circunstancias que lo llevaron a impetrar la acción de tutela, y ello se sustenta en la falta de análisis de las pruebas aportadas.

4.1.3 La Secretaría de Educación Departamental no cuenta con sustento jurisprudencial ni legal para disponer el trato desigual y discriminatorio que se le ha estado dando al negarle el reconocimiento de derechos laborales adquiridos en igualdad de condiciones, como sí ocurre con sus compañeros a los cuales se les continúa reconociendo.

4.1.4 El juez se apartó de lo solicitado al no amparar su derecho al debido proceso, en cuanto la Secretaría de Educación sin mediar ningún acto administrativo ha dejado sin sustento el reconocimiento de un derecho adquirido previamente.

5. CONSIDERACIONES DE LA SALA                             

5.1 Esta Sala es competente para conocer de la presente  acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.  

5.2 La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.3- Problema jurídico y solución 
5.3.1  Valga decirse que la polémica surge en el presente asunto ante la negativa de la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL DE RISARALDA para cancelar acreencias económicas –Bonificación por Servicios prestados, prima de servicios, auxilio de alimentación y  bonificación recreacional- a los funcionarios administrativos del sector educativo. 

5.3.2 Ha insistido la accionante en que la SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL dio un trato desigual, al ponerla en desventaja frente a funcionarios de similares cargos, características y condiciones que forman parte del sector educativo que están recibiendo los pagos y prestaciones reclamadas en esta acción de tutela.   

5.3.3 Para la Sala, tal como lo fue para la señora Juez de primer grado, la acción impetrada resulta improcedente por dos circunstancias: la primera, porque se está discutiendo una acreencia de índole laboral que no tiene cabida cuando estamos frente a la acción pública de amparo por razón de su subsidiariedad, y la segunda, porque en el sub exámine la violación del derecho a la igualdad nunca se demostró. 

5.3.4 Es claro que el presente proceso vincula una polémica más compleja de lo que logra analizar la accionante, toda vez que se hace referencia al contenido y alcance de los Decretos 1042 y 1045 de 1978, lo que implica además, por unidad de materia, un estudio concreto de los Decretos 2277 de 1979 y Decreto Ley 1278 de 2002. 

5.3.5 En tales condiciones, independientemente de tener o no el derecho la actora a su prestación laboral, lo cierto es que ella tiene a su haber otro medio de defensa judicial, tal como lo dijera la a quo, en este caso las acciones contencioso administrativas, pues como se ha tenido decantado jurisprudencialmente, no es la acción de tutela -como regla general- la vía apropiada para el cobro de acreencias laborales.
...Si bien la procedencia excepcional de la tutela para lograr este tipo de reclamación, ha procedido, el juez de tutela ordena el pago de las acreencias reclamadas cuando estas ya han sido reconocidas y surgen en cabeza del particular como un derecho ya adquirido. Pero si la acción de tutela se plantea en los términos que por esta vía judicial se entre a ordenar el reconocimiento, es improcedente, pues el juez constitucional estaría extralimitando sus funciones e invadiendo competencias de otras autoridades (ST-539/01, M.P. Dr. Alvaro Tafur Galvis) 

5.3.6 Sólo por vía excepcional sobre casos en los que se puedan palpar ostensibles arbitrariedades que afecten flagrantemente los derechos fundamentales y que puedan patrocinar la consumación de perjuicios irremediables, puede el Juez de tutela ordenar el reconocimiento de prestaciones o acreencias de tipo laboral.  Al respecto ha dicho la Corte Constitucional: 
2) Cuando la acción de tutela se ejerce como mecanismo transitorio para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual es necesario demostrar la existencia de dicho  perjuicio. Esta  Corporación ha decantado el concepto de perjuicio irremediable, señalando que  debe ser:

a) Cierto e inminente. Ello significa que la configuración del perjuicio no puede derivarse de meras conjeturas, y que no puede tratarse de un perjuicio futuro,  que esté por suceder;
b) De urgente atención. Ha dicho la Corte que la medida que se requiera para conjurar el perjuicio ha de adoptarse de manera urgente con el fin de evitar que se consume un daño irreparable,
c) Grave. Esto en el entendido de que no basta con la presencia de cualquier perjuicio, sino que el mismo ha de ser relevante lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. 
-

5.3.7 El caso puesto de presente en ningún momento permite dilucidar la existencia de un posible perjuicio irreversible por tratarse de un asunto referente a años anteriores, esto porque en la actualidad la accionante devenga su salario periódico por su desempeño profesional, lo que lleva a deducir que otros derechos como la vida, el mínimo vital o el trabajo en ningún momento se han coartado. 
En otras palabras, es menester que la accionante demuestre que cumple con los requisitos exigidos por la ley para el reconocimiento y pago de las acreencias  reclamada, pues de lo contrario, el amparo deviene improcedente. 

5.3.8 En cuanto al derecho a la igualdad, debemos decir que la actora no demostró exactamente en qué consistió, a su juicio, la vulneración que estimó en la demanda. Si bien se indicó que a 327 funcionarios se les reconoció dicha acreencia y a 21 de los cuales no, incluyendo a la accionante, a pesar de que se encontraban en similares circunstancias, lo cierto es que las situaciones acontecieron en sucesos que varían de acuerdo a la organización de las plantas de personal según lo informa el Decreto 3020 del 10 de diciembre de 2002
. 

5.3.9 Entonces, si no se demostró claramente la agresión al derecho fundamental, el amparo se torna igualmente improcedente, pues reiteremos que el derecho a la igualdad no conlleva a un tratamiento estrictamente uniforme de todos los integrantes del conglomerado, por el contrario, implica un estudio serio, diferencial, mesurado e individual de cada asunto, de ahí que se avalen las manifestaciones de la señora Juez Quinta Penal del Circuito de Pereira.

En conclusión, no existe en el presente caso, una prueba suficiente para demostrar que se cumple el requisito de procedibilidad de la acción, por lo cual se imparte la aprobación de la decisión de primera instancia. 

6.- DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

7.-FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Quinta Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con los argumentos expuestos. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 

Magistrado

LEONEL ROGELES MORENO      



Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

WILSON FREDY LOPEZ 

Secretario  
� Folios, 30-76 


� Folios 77-84.


� Al respecto se pueden consultar las sentencias T-1316 del 7 de diciembre de 2001 y  T-225 del 15 de junio de 1993, entre otras.


� Sentencia T-856 de 2008 M.P. Dr. RODRIGO ESCOBAR GIL





� Artículo 13. Planta de personal administrativo. Las entidades territoriales establecerán la planta de personal de los niveles profesional, técnico, administrativo y operativo con estricta sujeción al régimen de nomenclatura y clasificación de empleos señalados en el Decreto 1569 de 1998, sin superar los costos que por este concepto fueron asumidos por el Sistema General de Participaciones.
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